TEMA 10. El Estado autonómico en la Constitución española.
10.1. Principios constitucionales del Estado Autonómico. 

Principio de constitucionalidad: el funcionamiento del Estado de las autonomías debe atenerse a lo impuesto en la C.E. Cualquier solución que se adopte a través de cualquier pacto autonómico deberá realizarse de acuerdo a lo establecido en nuestra norma fundamental. Los estatutos de autonomía como normas institucionales básicas en cada Comunidad Autónoma y las disposiciones, resoluciones y normas emanadas de los órganos de las Comunidades Autónomas deberán ajustarse a la C.E.

Principio de unidad: se refiere a la salvaguardia de la unidad de España. El art. 2 de la C.E. señala que ésta se fundamenta en la indisoluble unidad de la nación española, patria común e indivisible de todos los españoles sin perjuicio del reconocimiento del derecho a la autonomía de las regiones y naciones que la integran. Este principio no hay que entenderlo como una negación de la pluralidad nacional, sino como la referencia a un Estado único que permite en su seno la suma de diferentes Comunidades Autónomas que lo integran. Así lo ha entendido también el T.C. quién ha reiterado que la C.E. parte de la unidad de la nación española al establecerse una misma organización para todo el territorio nacional, de manera que la autonomía de las nacionalidades y regiones se atribuye sobre la base de esa unidad nacional.

Principio de igualdad: las diferencias entre los estatutos de las diferentes Comunidades Autónomas no podrán implicar en ningún caso privilegios económicos o sociales. Lo que se prohíbe es una desigualdad impuesta o no voluntaria entre unas Comunidades u otras, que dé lugar a privilegios injustificados. Todas las comunidades son iguales en su subordinación al orden constitucional. En su representación en el Senado y en su legitimación ante el T.C.

Este principio no serviría de nada si no estuviese acompañado de garantías eficaces destinadas a exigir por el Estado la realidad de la igualdad. Esas garantías vienen reforzadas en el art. 149 de la C.E. donde enumeran las competencias exclusivas del Estado frente a las Comunidades Autónomas:

1. Regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

2. La misión de establecer las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios para garantizar a los administrados un tratamiento común.

Principio de solidaridad: consiste en la instrumentación de determinados medios de tipo económico y social entre las diferentes Comunidades Autónomas. El art. 2 de la C.E. reconoce y garantiza la solidaridad entre todas las nacionalidades y regiones que componen la nación española y el art. 40 de la C.E. indica que es tarea de los poderes públicos promover las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución de la renta personal y regional más equitativa. Pero sobretodo es en el art. 138 donde se especifica con mayor claridad la necesidad de este principio velando por el establecimiento de un equilibrio económico adecuado y justo entre las distintas partes del territorio español y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular. Pero estas proclamaciones tampoco servirían de nada si la C.E. no previera los instrumentos adecuados para hacer realidad esos deseos de solidaridad, por eso el art. 158 reconoce un mecanismo para hacer efectivo este principio y establece con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y para hacer efectivo el principio de solidaridad que se constituirá un fondo de compensación destinado a gastos de inversión cuyos recursos serán distribuidos por las Cortes entre las diferentes comunidades y provincias. El Estado también adoptará la planificación de la actividad económica general para atender a las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial y estimular el crecimiento de la renta y la riqueza y su más justa distribución. El Estado también es el encargado de fijar las medidas oportunas para conseguir la estabilidad económica interna y externa y un desarrollo armónico entre las distintas partes del territorio español.

El principio de solidaridad supone fundamentalmente el reconocimiento de 3 deberes constitucionales:

-Auxilio recíproco.

-Deber de apoyo.

-Lealtad constitucional.

Principio de cooperación: no está expresamente reconocido en la C.E. pero el T.C. ha entendido que se encuentra implícito en nuestra organización territorial autonómica. Se concreta en 2 deberes:

-Deber de auxilio recíproco.

-Deber de intercambio de información

En este principio encuentran su fundamento las actuaciones conjuntas del Estado y las Comunidades Autónomas. 

10.2. Formación del Estado autonómico. 
El derecho a la autonomía que la C.E. reconoce genéricamente en el art. 2, se especifica en los art. 143, 144 y en las disposiciones transitorias IV y V. Allí se especifican los sujetos que pueden acceder a la autonomía:

-Todas las provincias limítrofes con caracteres históricos, culturales y económicos comunes. 
-Los territorios insulares que forman parte del territorio nacional, es decir, los archipiélagos de Canarias y Baleares.

-Provincias aisladas que tengan una clara entidad regional histórica: lo que no es posible dentro de un punto de vista constitucional, es que las provincias que pertenecen a una región claramente delimitada geográfica, histórica y culturalmente se separe de ellas para constituirse en Comunidad Autónoma uniprovinciales.

-Aquellos territorios que no superen el ámbito provincial: se refiere a la posibilidad de que alguna provincia aislada que se haya quedado descolgada del proceso autonómico por las razones que sean, pueda llegar a convertirse en Comunidad Autónoma aunque no tenga una entidad regional histórica.

-Territorios que no estén integrados en la organización provincial.
-El caso especial de Navarra.

-La situación excepcional de Ceuta y Melilla, ciudades que se convirtieron en Comunidad Autónoma debido a la especial circunstancia de ser plazas de soberanía ubicadas en el norte de África.
Lo que la C.E. no prevé es el supuesto de que una provincia renuncie a la autonomía y vuelva a su situación anterior.

           Proceso autonómico.
El alcance del proceso autonómico vino condicionado por la forma que adoptaron de la iniciativa los posibles autonómicos. La decisión sobre la fórmula de la iniciativa marcó el ritmo de la autonomía, es decir, en mayor o menor tiempo posible para alcanzar el máximo de competencias que la C.E. permite obtener a las distintas comunidades. Había 2 posibilidades de acceso que pusieron el acento en el ritmo para llegar al techo máximo de competencias posibles. Una vía lenta que supuso la atribución de unas competencias iniciales y un plazo mínimo de 15 años para adquirir el techo máximo y una vía rápida que permitía conseguir ese techo máximo desde le mismo momento de constituirse la comunidad autónoma. La opción por una vía u otra repercutió también en la forma de elaborarse y aprobarse los estatutos.
1) Vía lenta: art. 143, 146 y 148

La C.E. prevé diferentes sujetos:

-Las corporaciones locales: según el art. 143, la iniciativa para el acceso a la autonomía corresponde a las provincias limítrofes, a los territorios insulares o a las provincias con entidad propia a través de las diputaciones interesadas o del órgano interinsular correspondiente con el apoyo de un 2/3 de los municipios cuya población represente al menos la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Los 2 acuerdos, el provincial o insular y el municipal deberían conseguirse en el plazo máximo de 6 meses, y de no alcanzarse no se podría reiterar la iniciativa hasta pasados 5 años. Lo que sí quedaba excluido, es la posibilidad de que tanto ayuntamientos como diputaciones que en su momento acordaron poner en marcha el proceso autonómico, con posterioridad pudieran revocar dicho acuerdo porque si bien tienen atribuida la iniciativa autonómica no pueden disponer libremente de ella.

-Las órganos colegiados: La disposición transitoria primera establece que en los territorios dotados de un régimen provisional autonómico sus órganos colegiados superiores mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros podría sustituir a las diputaciones provinciales o a los órganos interinsulares correspondientes pero sigue exigiendo el acuerdo de las 2/3  partes de los municipios cuya población represente al menos la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla.

-Hay un sujeto extraordinario; según el Art 144 se permite que las Cortes se constituyan en un sujeto de la iniciativa de la autonomía para ciertos territorios cuando aso lo requiera el interés nacional y sea necesario sustituir por las razones que sean la iniciativa de las corporaciones locales. Esta clausula se refiere al territorio que no hayan iniciado el proceso autonómico de manera voluntaria o que habiéndolo iniciado no haya conseguido reunir los requisitos exigidos. Esta clausula solo se puede aplicar para el supuesto de la vía lenta y debe ser aprobado tanto  por el Congreso como por el Senado.

-Sujetos especiales; el Art. 144 CE contempla dos supuestos especiales de acceso a la autonomía en las que se requiere la intervención de las Cortes Generales para la validez de la iniciativa autonómica. No se han utilizado nunca y son: 
· Las Cortes mediante LO y por motivos de interés general podrán autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una provincia. 
· Las Cortes mediante LO y por motivos de interés nacional podrán autorizar o acordar un Estatuto de Autonomía para territorios que no estén integrados en la organización provincial.
Vía rápida de la Autonomía cuyo procedimiento está regulado por el Art 151 de la CE.

Las consecuencias  jurídicas más importantes de optar por la vía rápida son que esas Comunidades no necesitaran esperar a que transcurrieran 5 años para acceder a un mayor número de competencias dentro del límite del Art 149 de la CE y que el procedimiento de elaboración de sus Estatutos de Autonomía se hizo según lo establecido en el Art 151 y no según la regla general del 146.

El sujeto común para iniciar ese proceso son las Diputaciones Provinciales o los Órganos Interinsulares y se requería también el acuerdo de los municipios afectados exigiendo las ¾ partes de los municipios de las provincias afectadas que representaran al menos la mayoría del censo electoral de cada una de ellas. Por último se exigía la aprobación del referéndum por mayoría absoluta de los electores de cada provincia. Para en este procedimiento n había ningún tipo de plazos.

La disposición transitoria segunda prevé un sujeto privilegiado al establecer que los territorios que en el pasado hubieran plebiscitado positivamente proyectos de Estatutos de Autonomía y que contasen en el momento de promulgarse la CE con el régimen provincial de Autonómico podrían proceder inmediatamente en la forma que prevé el Art 148.2 cuando así lo acordasen por mayoría absoluta sus órganos preautonómicos, colegiados superiores comunicándolo al Gobierno. Esta disposición se refiere a los casos privilegiados de Cataluña, País Vasco y Galicia que ya tuvieran Estatutos de Autonomía plebiscitados antes del desenlace de la segunda República.
El privilegio existe en el punto de partida porque en lugar de exigirles un complejo sujeto  de iniciativa autonómica esa iniciativa se aprobó por mayoría absoluta de sus órganos preautonómicos sin necesidad del acuerdo de los entes locales ni tampoco su ratificación por referéndum.

NAVARRA
Navarra aparece como una clara excepción al sistema general debido a su peculiar circunstancia ya que se trata de lo única provincia que ha conservado ciertos rasgos descentralizadores podía optar entre 3 posibilidades:

· Incorporarse a las Comunidades Autónomas del País Vasco.
· Optar por la vía lenta o rápida

· Utilizar su especial circunstancia histórica para mantener el régimen foral existente mediante un desarrollo propio convenido por el gobierno: Esta fue la opción que eligió con la promulgación de la LO de reintegración y amejoramiento del régimen foral de navarra de 1982.

En la práctica funciona como una Comunidad Autónoma.
3.  Estatutos de  Autonomía.
El proceso autonómico tiene como objetivo la obtención de un Estatuto de Autonomía que la CE define como la norma institucional básica de la Comunidad Autónoma.
1.- Estatutos de las Comunidades Autónomas de la vía lenta;  se elaboraron por una asamblea compuesta por los miembros de la diputación o órgano interinsular de las provincias afectadas u por los Diputados y Senadores elegidos en ellas.

Una vez elaborado el proyecto se envió a las Cortes para ser tramitado como ley; por último las Cortes lo aprobaron con una LO, es decir, exigiéndose mayoría simple en el Senado y mayoría absoluta en el Congreso.

En cuanto a su reforma1° deberá tener en cuenta lo regulado en cada Estatuto respecto a su reforma y deberá ser aprobado mediante Ley Orgánica.

La CE prevé un caso de reforma obligatoria cuando las Comunidades Autónomas transcurridas 5 años quieran ampliar sus competencias; sin embargo esa ampliación es posible a través de acuerdos Autonómicos. 

2.- Estatutos de las Comunidades Autónomas que accedieron por la vía rápida; El proyecto del Estatuto fue elaborado por una Asamblea formada por todos los Diputados  y Senadores de las provincias afectadas convocados por el Gobierno o en el caso de las nacionalidades históricas por el órgano  preautonómico correspondiente.

Una vez aprobado el proyecto se remite a la Comisión Constitucional del Congreso,  la cual, en un plazo de 2 meses lo examina con asistencia  de una delegación de la Asamblea redactora para determinar de común acuerdo el texto definitivo.

Si en esa Comisión se llega a un acuerdo  se pasa a la fase siguiente sino hay acuerdo entre Comisión Constitucional y la delegación del territorio, el proyecto del Estatuto se tramita como proyecto de ley entre las Cortes  y una vez que estás lo aprueban, se somete a referéndum en las provincias afectadas. 
El texto aprobado se somete a referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyecto de Estatuto y el referéndum ha de ser convocado por el Gobierno en el plazo de 3 meses. Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente admitidos se eleva a las Cortes Generales para que ratifiquen el texto definitivo.

En cuanto a su reforma tiene que  cumplir los requisitos que exige cada Estatuto; deberá someterse a referéndum entre los electores escritos en los censos correspondientes en los 6 meses siguientes. En todo caso, se prevé la concurrencia de la doble voluntad del Estado y de las Comunidades Autónomas tanto  para la reforma de los Estatutos de la vía lenta como las de la vía rápida.
No pueden ser entendidos como normas regionales ni como meras leyes estatales. Aunque son aprobados mediante ley orgánica se diferencian de éstas por varios motivos: en la iniciativa, en la elaboración, aprobación y modificación y en que las leyes orgánicas pueden ser modificadas por otras leyes orgánicas posteriores mientras que los estatutos no pueden ser alterados por ninguna ley estatal. Deben ser considerados como leyes “sui generis” que podríamos denominar leyes orgánicas estatutarias o como dice el TC normas fundacionales de las Comunidades Autónomas. Su diferencia esencial con las leyes orgánicas comunes está en que necesitan el concurso de 2 voluntades igualmente necesarias: la de las Comunidades Autónomas y la del Estado. Los estatutos de autonomía forman parte del denominado bloque de constitucionalidad actuando como una de los parámetros para enjuiciar la constitucionalidad de las leyes. En cuanto a su contenido, existen unos requisitos comunes para todas las Comunidades Autónomas y son la denominación de Comunidad Autónoma, la delimitación de su territorio, la denominación, organización y sede de las instituciones autonómicas propias y por último las competencias asumidas dentro del marco establecido en la CE y las bases para el traspaso de los servicios correspondientes a aquellas.
TEMA 11. LA ESTRUCTURA INSTITUCIONAL DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS.

1. El régimen constitucional de reparto de competencias.
El sistema de distribución de competencias se caracteriza por su:

· Flexibilidad: Porque la CE no impone ningún mínimo de competencias para las Comunidades Autónomas sino que rige el principio de voluntariedad.

· Variedad: Existen situaciones autonómicas distintas porque el principio de voluntariedad dificulta la uniformidad de las competencias y las materias que se inscriben en los diferentes estatutos.

· Gradualismo: No se da de una vez y para siempre sino de forma gradual.

· Voluntariedad del Estado: Supone que el Estado puede modificar las competencias estatutarias por su propia voluntad tanto en el sentido de ampliarlas como en el de recortarlas por razones de interés general.

El sistema de reparto de competencias se realiza de acuerdo con las 2 listas que se recogen en los arts. 148 y 149 de la CE.

Lista del art. 148.
Enumera 22 materias sobre las cuales las Comunidades Autónomas pueden asumir competencias y esas competencias han de recogerse preceptivamente en sus correspondientes estatutos. Para las comunidades que accedieron a la autonomía por la vía lenta, el art. 148 es el techo máximo de competencias que sólo podrán ampliar transcurridos 5 años y mediante la reforma de sus estatutos. Para las comunidades que accedieron pro la vía rápida el art. 148 enumera el contenido mínimo de sus competencias ya que disfrutan de un mayor número dentro del marco máximo que fijo el art. 149. El criterio para conocer que competencias corresponden a una Comunidad Autónoma consiste en verificar si éstas se hallan reconocidas en su estatuto de autonomía. Si del examen del estatuto correspondiente resulta que la materia de la que se trate no está incluida en el mismo, la competencia será estatal.

Lista del art. 149.
Señala las competencias exclusivas sobre las materias allí incluidas para el Estado. Este artículo se presenta como el límite al principio de disponibilidad de las comunidades, de manera que lo que no se encuentra recogido en él puede ser asumido por las Comunidades Autónomas en sus estatutos de autonomía. Sin embargo, esta lista no es exclusiva porque la CE también encomienda al Estado otras competencias no incluidas en ella. Las competencias exclusivas que el art. 149 atribuye al Estado no tienen la misma intensidad ni el mismo alcance en todas las materias. Por eso, podemos establecer una tipología de competencias que se reservan al Estado:

1.- Competencias exclusivas absolutas; en ellas se excluye cualquier intervención de las Comunidades Autónomas y corresponde al estado todas las funciones que se pueden ejercitar sobre una determinada materia, ya sean ejecutivas, normativas, inspectoras o de coordinación.

2.-Competencias exclusivas limitadas; no son exclusivas íntegramente del estado sino que también las Comunidades Autónomas pueden ejercerlas pudiendo adoptar dos modalidades:
- Los casos en los que el estado se reserva las funciones normativas sobre una determinada materia pudiendo corresponder a las Comunidades Autónomas la ejecución de dicha legislación.
- El Estado y una Comunidad Autónoma se reserva, no el conjunto de una determinada materia pero si parte de ella.

3.- Competencias compartidas; el Estado y las Comunidades Autónomas tienen una misma potestad sobre una misma materia, ya sea desplegando funciones legislativas o ejecutivas.

4.- Competencias concurrentes; la competencia no se puede identificar claramente con una materia de manera que en ella puedan concurrir diferentes títulos competenciales.

5.- Competencias indistintas en las que el Estado y las Comunidades Autónomas poseen indistintamente competencias en tales materias.

6.-Cláusula residual. Las que no se hayan incluido en los respectivos estatutos y que no se encuentren dentro de la lista de conceptos exclusivos del estado del 149 pasaran a ser competencia de este último.
En la actualidad, todas las CCAA tienen competencias administrativas y ejecutivas pero también competencia legislativa. La diferencia entre la competencia legislativa de las Comunidades Autónomas y estatal no es jerárquica sino competencial por lo que queda sometido al control de constitucionalidad de las leyes por el Tribunal Constitucional y no a la supervisión de la jurisdicción contencioso-administrativa. El 149 encomienda en ocasiones al Estado la regulación de un sector del ende jurídico o de una materia jurídica que deben ser comunes a todo el Estado. La regla general es que las bases se recojan en una ley que declare de forma expresa su carácter básico pero la aprobación de una de esas leyes no pueden variar de contenido las competencias normativas de las Comunidades Autónomas sobre esa misma materia, lo que sucederá si su regulación fuese excesivamente minuciosa y detallada, por eso se ha de conjugar la competencia estatal que impone la normativa básica sobre una cierta materia y la competencia comunitaria que se instrumentara a través de la aprobación de sus leyes de desarrollo y disposiciones reglamentarias particular. En todo caso las normas autonómicas de desarrollo deben respetar los principios fijados en la ley de bases. La constitución del 78 no atribuye como regla general las funciones ejecutivas a las Comunidades Autónomas sino que su distribución entre éstas y el Estado dependerá de la materia particular de que se trate.
LA FINANCIACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

La autonomía que reconoce la CE a las Comunidades Autónomas necesita no quedarse en mera fachada, era necesario que la CE regule los principios rectores de la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas y lo hace en el 156, 157 y 158 que después fueron desarrollados por la ley orgánica de financiación de las Comunidades Autónomas de 1989.

Los recursos provenientes de la financiación estatal se pueden dividir en 2 grupos:

· financiación incondicionada integrada por los títulos cedidos y por el porcentaje de participación en la recaudación de impuestos del estado no susceptibles de cesión

· financiación condicionada formada por las subvenciones y transferencias provenientes del fondo de compensación interterritorial. 

El núcleo esencial de los ingresos de las Comunidades Autónomas viene constituido por la participación en los ingresos del estado que suponen las transferencias efectuadas por este en sus presupuestos generales. Una de las partes discutidas y de mas difícil resolución en el sistema de financiación consiste en determinar los criterios según los cuales se fijarán los porcentajes de participación de cada Comunidades Autónomas en los fondos destinados a la financiación de éstos. En una primera fase se empelo un criterio basado en el coste efectivo de los servicios transferidos a cada Comunidades Autónomas, a partir de 1986, ese criterio fue sustituido por parámetros mas realistas basados en las efectivas necesidades de las Comunidades Autónomas; en cualquier caso, el 158 previene que la asignación a las Comunidades Autónomas deberá cubrir y garantizar un nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales.

El fondo de compensación interterritorial previsto en el 157 y 158 aparece en la práctica como una fuente relevante de ingresos. Se trata de un conjunto específico de recursos con entidad propia destinado a corregir desequilibrios económicos territoriales y a hacer efectivo el principio de solidaridad. Este fondo separado dentro de los presupuestos generales del Estado se destina a gastos de inversión que habrán de ser distribuidos a las Comunidades Autónomas. Frente a la importancia de estas fuentes de financiación, son menos relevantes las posibilidades que ofrece la constitución a las Comunidades Autónomas para que obtengan recursos propios. Así, en primer lugar las fuentes de financiación consistentes en los rendimientos consistentes de patrimonio de las Comunidades Autónomas, los ingresos de derecho privado y los procedentes de las operaciones de créditos y en 2º lugar fuentes de financiación que se han revelado de escasa o nula utilidad con sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales o recursos sobre impuestos estatales.

El principio de generalidad de la financiación autonómica tiene una excepción en el caso de los denominados convenios de que disfrutan los territorios históricos del País vasco y Navarra. A través de ellos, las respectivas diputaciones forales gozan de una mayor autonomía en lo relativo a la regulación, recaudación y gestión financiera cuya peculiaridad mas sobresaliente consiste en el establecimiento de un cupo prefijado y de carácter renovable con el que tales provincias contribuyen al sostenimiento de los cargos estatales. Estas Comunidades Autónomas recaudan directamente y después entregan un cupo al estado, método contrario al del resto de las Comunidades Autónomas.
Relación entre estatal y autonómico:

- Leyes marco. Art 150.1; establecen el marco de principios bases por los que en una materia de competencia estatal se permite legislar a las Comunidades Autónomas.

- Leyes de delegación y transferencias. Art 150.2;  amplia competencias y transfiere en las Comunidades Autónomas facultades de titularidad estatal que por su propia naturaleza sea susceptibles de transformación o de legislación ya sea legislativa o ejecutiva.

- Leyes de armonización; limita competencias de las Comunidades Autónomas estableciendo los principios necesarios para armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas (150.3)

- Competencias estatales de coordinación que persiguen homogeneizar los sistemas autonómicos para superar contradicciones y disfuncionalidades.

